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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]CONTRATO ESTATAL – Definición – Criterio orgánico o subjetivo – EGCAP

Así pues, el contrato estatal es el acto jurídico creador de obligaciones en cuya celebración concurre una de las Entidades Estatales, independientemente de que se trate de contratos previstos o tipificados en el derecho privado, en disposiciones especiales o que sencillamente resulten del ejercicio de la autonomía de la voluntad, como sucede con los que se clasifican como atípicos e innominados. Por lo tanto, la Ley 80 de 1993 adoptó un criterio eminentemente subjetivo u orgánico, esto es, en atención a la naturaleza de los sujetos u órganos que intervienen en la formación del vínculo contractual, para efectos de determinar que los contratos podrán catalogarse como estatales únicamente en cuanto en uno de sus extremos, al menos, se encuentre una Entidad Estatal, con independencia del régimen de derecho aplicable.

CONTRATO ESTATAL – Naturaleza jurídica – Independencia frente al régimen aplicable – Criterio Orgánico 

En este aspecto, la noción de contrato estatal se define a partir del elemento subjetivo que lo caracteriza: la participación de una entidad pública como parte del acuerdo de voluntades. En consecuencia, la denominación no se restringe únicamente a los contratos celebrados por las entidades expresamente mencionadas en la Ley 80 de 1993, sino que se extiende a todos aquellos en los que intervenga cualquier entidad pública, sin importar el régimen jurídico que les resulte aplicable.

Este criterio amplio obedece a la necesidad de reconocer que la calidad de contrato estatal no depende exclusivamente de la normativa que regule su formación o ejecución, sino de la naturaleza de los sujetos que concurren a la relación contractual. Así, tanto los contratos sometidos al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública como aquellos regidos por regímenes especiales —por ejemplo, los celebrados por empresas industriales y comerciales del Estado, sociedades de economía mixta o entidades sometidas a normas de derecho privado— conservan su carácter de contratos estatales, en la medida en que una de las partes ostente la condición de entidad pública.

ENTIDADES DE RÉGIMEN EXCEPCIONAL – Empresas Industriales y Comerciales del Estado – Sociedades de Economía Mixta – Otras entidades 

Aunque el literal a) del artículo 2.1 de la Ley 80 de 1993 somete al Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública a “[…] las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles”, se trata de una regla general sujeta a excepciones para ciertas entidades. 
[…]
En esta medida, las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las Sociedades de Economía Mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), sus filiales y las Sociedades entre Entidades Públicas con participación mayoritaria del Estado superior al cincuenta por ciento (50%) que no estén en competencia ni desarrollen su actividad en mercados regulados están sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y las normas que lo complementan. En contraste, el régimen contractual de las entidades que se encuentren en competencia o en mercados regulados es el propio de tales actividades, esto es, por regla general, el derecho privado. De acuerdo con la jurisprudencia, la exclusión de estas últimas se justifica en el principio de igualdad, ya que si Estado desarrolla actividades de los particulares, debe actuar no solo desprovisto de poderes exorbitantes sino también con la misma eficacia y eficiencia que los sujetos de derecho privado.

RÉGIMEN EXCEPCIONAL – Principios de la función administrativa y de la gestión fiscal – Inhabilidades e incompatibilidades – Publicidad 

Por lo tanto, el régimen contractual de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las Sociedades de Economía Mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), sus filiales y las Sociedades entre Entidades Públicas con participación mayoritaria del Estado superior al cincuenta por ciento (50%) que estén en competencia o desarrollen su actividad en mercados regulados es el propio de tal actividad, esto es, por regla general, el derecho privado, salvo las excepciones legales o las contenidas en el acto de creación o en los estatutos de la respectiva empresa industrial o comercial del Estado. Aunque estos contratos están excluidos de la Ley 80 de 1993, no se rigen exclusivamente por el derecho civil y comercial, pues –conforme al artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 modificado por el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022– aplican tanto los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal como el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, así como el deber de publicidad. Por el contrario, si dichas entidades no están en competencia ni desarrollan su actividad en mercados regulados están sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y las normas que lo complementan, como lo dispone el artículo 14 de la Ley 1150 de 2007. 

CONTRATO ESTATAL – Forma escrita – Perfeccionamiento – Artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993 

Así pues, la naturaleza estatal de un contrato se determina mediante un criterio orgánico o subjetivo, esto es, por la presencia de una entidad pública en uno de los extremos de la relación negocial, con independencia del régimen jurídico aplicable. Sin embargo, la calificación del negocio jurídico como contrato estatal no implica, por sí sola, que le resulten aplicables todas las disposiciones de la Ley 80 de 1993. En particular, las exigencias de forma escrita y perfeccionamiento establecidas en sus artículos 39 y 41 son propias de los contratos sometidos al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y no se extienden automáticamente a los contratos regidos por el derecho privado por el solo hecho de que una entidad estatal sea parte de ellos.

CONTRATOS ESTATALES DEL RÉGIMEN EXCEPCIONAL – Consensualidad – Acuerdo de voluntades – Formalidades legales 

Así, los contratos celebrados por entidades excluidas del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública (EGCAP) existen y producen efectos jurídicos siempre que cumplan con los requisitos previstos en el derecho privado, sin que sea necesario observar exigencias adicionales derivadas de reglamentos internos o estipulaciones contractuales. En el ámbito del derecho privado, las partes carecen de la facultad de imponer formalidades distintas a las previstas en la ley: no pueden exigir escritura pública o privada para un contrato que, por su naturaleza, es consensual, ni tampoco transformar en consensual un contrato que la ley ha definido como solemne. Al respecto, el Consejo de Estado, en sentencia del 8 de abril de 2014, precisó que los requisitos de existencia de los contratos no son dispositivos, sino normas imperativas de rango legal. 

MANUALES DE CONTRATACIÓN – Reglas internas – Formalidades Ad Probationem – Alcance y límites

En tal sentido, la tesis mayoritaria del Consejo de Estado ha sostenido, en diversas sentencias, que los contratos celebrados por entidades sometidas a regímenes exceptuados son, por regla general, consensuales, y que la solemnidad únicamente puede ser exigida en los casos previstos expresamente por la ley. De acuerdo con esta postura, la inclusión de requisitos de solemnidad en los manuales internos de contratación no constituye condiciones adicionales de existencia del contrato, sino que cumple una función probatoria. En este sentido, los actos formales previstos en dichos manuales operan ad probationem, pues no afectan la existencia del negocio jurídico, sino que buscan acreditar de manera fehaciente la formación del consentimiento y la celebración del contrato.
[…]
A pesar de estas divergencias jurisprudenciales, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente ha sostenido que los elementos de existencia del contrato tienen reserva legal, de modo que los estatutos, reglamentos internos y manuales de contratación pueden regular el procedimiento contractual y establecer la documentación y formalidades que debe observar la entidad, pero no tienen la misma fuerza normativa de la ley para crear requisitos esenciales de existencia. Dichos instrumentos cumplen una función probatoria, pero no pueden alterar el régimen legal aplicable.
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Bogotá D.C.


	
	Concepto C- 1308 de 2026


	Temas:                   
	CONTRATO ESTATAL – Definición – Criterio orgánico o subjetivo – EGCAP / CONTRATO ESTATAL - Naturaleza jurídica – Independencia frente al régimen aplicable – Criterio Orgánico / ENTIDADES DE RÉGIMEN EXCEPCIONAL – Empresas Industriales y Comerciales del Estado – Sociedades de Economía Mixta – Otras entidades / RÉGIMEN EXCEPCIONAL – Principios de la función administrativa y de la gestión fiscal – Inhabilidades e incompatibilidades – Publicidad / CONTRATO ESTATAL – Forma escrita – Perfeccionamiento – Artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993 / CONTRATOS ESTATALES DEL RÉGIMEN EXCEPCIONAL – Consensualidad – Acuerdo de voluntades – Formalidades legales / MANUALES DE CONTRATACIÓN – Reglas internas – Formalidades Ad Probationem – Alcance y límites



	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado 1_2026_08_19_011005  




Estimado señor Rodríguez: 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 19 de agosto de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente:

1. ¿Cuál es el fundamento jurídico para que un contrato celebrado por una empresa industrial y comercial del Estado o una sociedad de economía mixta sea considerado “contrato estatal”, cuando el respectivo contrato se encuentra sometido a un régimen de derecho privado y no a las disposiciones del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública? En particular, ¿la naturaleza de “contrato estatal” se deriva exclusivamente de la naturaleza jurídica de la entidad contratante, independientemente del régimen jurídico aplicable al contrato?

2. ¿La calificación de un contrato como “contrato estatal” implica necesariamente que le resulten aplicables las reglas de perfeccionamiento previstas en el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, aun cuando la entidad contratante se encuentre legalmente sometida a un régimen de contratación de derecho privado?

3. El artículo 39 de la Ley 80 de 1993 establece que “los contratos que celebren las entidades estatales constarán por escrito”, mientras que el artículo 41 dispone que los contratos del Estado se perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y este se eleve a escrito. ¿Estas disposiciones resultan aplicables a los contratos celebrados por empresas industriales y comerciales del Estado y sociedades de economía mixta sometidas a régimen de contratación de derecho privado, por el solo hecho de tratarse de entidades estatales? 

4. En caso de que los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993 no resulten aplicables a dichos contratos, ¿la naturaleza de “contrato estatal” subsiste pese a que su forma, perfeccionamiento, ejecución y terminación se rijan por las normas de derecho privado? En caso afirmativo, ¿qué efectos jurídicos concretos se derivan de dicha calificación?

5. ¿Puede afirmarse que existe una diferencia entre la naturaleza estatal del contrato y el régimen jurídico aplicable a su celebración y perfeccionamiento, de manera que un contrato pueda ser considerado estatal por razón de la naturaleza de la entidad contratante, pero encontrarse sometido en cuanto a su formación y perfeccionamiento a las reglas del derecho privado? 

6. En caso de que los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993 no resulten aplicables, ¿cuál es el régimen jurídico que determina la forma y el momento de perfeccionamiento de estos contratos? En particular, ¿debe acudirse a las disposiciones del Código Civil, Código de Comercio, las normas especiales que regulan la respectiva entidad y/o su manual o reglamento de contratación? 

7. En ese mismo supuesto, ¿es jurídicamente posible que un contrato sometido a régimen privado se perfeccione mediante el simple acuerdo de voluntades, aun cuando no exista un documento contractual suscrito por las partes, siempre que las normas especiales aplicables, los estatutos o el manual de contratación de la entidad no establezcan la forma escrita como requisito para su perfeccionamiento?

8. Finalmente, ¿puede la propia entidad, mediante su manual de contratación, reglamento interno o estatutos, establecer la suscripción de un documento escrito como requisito para el perfeccionamiento de contratos sometidos a régimen privado, aunque los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993 no les sean aplicables?

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 
Conforme lo expuesto, en aras de garantizar el derecho fundamental de petición, se resolverá su petición dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción del caso particular y concreto señalado en su petición, pero señalando algunas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de sus inquietudes, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Qué criterio determina la naturaleza estatal de los contratos celebrados por las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta sometidas a un régimen contractual de derecho privado?; ii) ¿Las reglas sobre forma escrita y perfeccionamiento previstas en los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993 son aplicables a los contratos celebrados por entidades estatales sometidas a un régimen contractual de derecho privado? En caso contrario, iii) ¿qué disposiciones determinan su forma y perfeccionamiento y cuál es el alcance de los estatutos, reglamentos internos y manuales de contratación para exigir que consten por escrito?

II. Respuesta:

	En relación con los problemas jurídicos de su consulta, se expresa lo siguiente: 

I. En relación con el primer problema jurídico planteado, debe señalarse que la Ley 80 de 1993 adoptó un criterio orgánico o subjetivo para determinar la naturaleza del contrato estatal respecto de las entidades sometidas a dicho Estatuto. Sin embargo, dentro del ordenamiento jurídico colombiano existen otras entidades que no se encuentran bajo el régimen del EGCAP, denominadas entidades exceptuadas, cuyos contratos se rigen principalmente por el derecho privado, como puede ser el caso de empresas industriales y comerciales del Estado y Sociedades de Economía Mixta.
Ahora bien, estos contratos suscritos por este tipo de entidades también integran la categoría de contratos estatales, pues la noción se define por el elemento subjetivo que la caracteriza: la participación de una entidad pública en el acuerdo de voluntades. En consecuencia, la denominación no se restringe a los contratos celebrados por las entidades expresamente mencionadas en la Ley 80 de 1993, sino que se extiende a todos aquellos en los que intervenga cualquier entidad estatal, con independencia del régimen jurídico aplicable. Este criterio es el que ha sido adoptado por el Consejo de Estado en Sentencia del 31 de mayo de 2011, para quien el carácter de contrato estatal se establece por la presencia de una Entidad Estatal como parte del mismo: “[L]a Jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la naturaleza del contrato no depende de su régimen jurídico, por tanto, al adoptar un criterio orgánico, se ha expuesto que serán considerados contratos estatales aquellos que celebren las entidades de igual naturaleza”.
Finalmente, incluso las entidades exceptuadas deben observar los principios constitucionales de la función administrativa consagrados en los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, aplicar las mismas inhabilidades e incompatibilidades previstas en el régimen general de contratación estatal y cumplir con el deber de publicidad establecido en el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022. Estos principios operan como reglas transversales que garantizan transparencia, responsabilidad y control en la gestión contractual, sin perjuicio de las particularidades normativas que rijan cada sector o entidad.

ii. En torno al segundo problema jurídico, se expresa que la calificación de un negocio jurídico como contrato estatal no supone que le resulten aplicables, de manera automática, todas las disposiciones de la Ley 80 de 1993. En particular, las reglas contenidas en los artículos 39 y 41, conforme con las cuales los contratos deben constar por escrito y se perfeccionan cuando existe acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y este se eleva a escrito, son propias de los contratos sometidos al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública.
Por tanto, cuando una empresa industrial y comercial del Estado o una sociedad de economía mixta se encuentre comprendida en la excepción prevista en el artículo 14 de la Ley 1150 de 2007, la forma y el perfeccionamiento de sus contratos no se determinan, por el solo carácter estatal del negocio jurídico, mediante los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993. Estos aspectos deben establecerse de conformidad con las normas especiales que regulan a la respectiva entidad y su actividad y, en lo no previsto en ellas, con las disposiciones civiles y comerciales aplicables. En tal sentido, bajo las reglas del derecho privado, los contratos son, por regla general, consensuales, razón por la cual se perfeccionan mediante el acuerdo de voluntades, sin que resulte indispensable la suscripción de un documento contractual. Esta regla admite las excepciones establecidas por el ordenamiento jurídico para aquellos negocios respecto de los cuales se exige el cumplimiento de una formalidad específica como requisito para su existencia.

iii. En relación con el tercer problema jurídico, se expresa que los contratos celebrados por entidades sometidas a regímenes exceptuados se rigen, en principio, por las normas civiles y comerciales, lo que implica que la regla general aplicable es la consensualidad. Esta tesis se fundamenta en que las disposiciones legales sobre el perfeccionamiento contractual son normas de orden público, imperativas y con reserva de ley, razón por la cual no pueden modificarse ni alterarse por la voluntad de las partes.
En tal sentido, los contratos de entidades excluidas del EGCAP existen y producen efectos jurídicos siempre que cumplan con los requisitos previstos en el derecho privado, sin necesidad de observar exigencias adicionales derivadas de reglamentos internos o estipulaciones contractuales. En este ámbito, las partes carecen de la facultad de imponer formalidades distintas a las previstas en la ley: no pueden exigir escritura pública para un contrato consensual ni transformar en consensual uno que la ley ha definido como solemne.
Así pues, La jurisprudencia, particularmente en la sentencia del 8 de abril de 2014 con expediente 25.801, precisó que los requisitos de existencia de los contratos no son dispositivos, sino normas imperativas de rango legal. Ahora bien, la inclusión de requisitos de solemnidad en manuales internos de contratación no puede entenderse como condiciones adicionales de existencia del contrato, pues carecen de la fuerza normativa de la ley. Tales exigencias cumplen una función ad probationem, es decir, sirven para acreditar la formación del consentimiento y la celebración del negocio jurídico, pero no afectan su validez ni su eficacia. De este modo, los manuales internos pueden establecer formalidades para fines de control, transparencia o trazabilidad, pero no tienen la capacidad de crear requisitos esenciales de perfeccionamiento. 



III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 
[bookmark: _Hlk204856061][bookmark: _Hlk78820161][bookmark: _Hlk204854194]
[bookmark: _Hlk69487468][bookmark: _Hlk79145750]i. El contrato es un “acto jurídico voluntario, una declaración de voluntad, que tiene por objeto establecer una relación jurídica entre dos personas, obligando a la una para con otra a determinada prestación”[footnoteRef:1]. Se trata de un negocio jurídico en el sentido de que es el resultado de un acto dispositivo o de autorregulación de intereses de dos o más sujetos con efectos jurídicos para crear, modificar o extinguir relaciones jurídicas[footnoteRef:2].  [1:  CLARO SOLAR, Luis. Explicaciones de derecho civil chileno y comparado. Tomo Décimo – Obligaciones y contratos 1. Santiago de Chile, Nascimiento, 1936. ]  [2:  “[...]el negocio jurídico es un acto de autonomía privada jurídicamente relevante; acto de autorregulación de los propios intereses: la ley no delimita totalmente su contenido, señala orientaciones y límites a la actividad dispositiva, indaga sobre su observancia y, no hallando reparo que formular, interpreta el comportamiento, lo ubica dentro del marco de circunstancias en que se realizó y, una vez encasillado dentro de uno de los tipos socialmente reconocidos, le asigna los efectos que mejor correspondan a la determinación particular así alindada y calificada”. (HINESTROSA, Fernando, Tratado de las Obligaciones II De las fuentes de las obligaciones: El Negocio Jurídico, Volumen I, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2015, pág. 107).] 

En efecto, el artículo 1495 del Código Civil establece que el “[c]ontrato o convención es un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer, o no alguna cosa. Cada parte puede ser de una o muchas personas”. A su turno, el Código de Comercio establece en el artículo 864 que “[e]l contrato es un acuerdo de dos o más partes para constituir, regular o extinguir entre ellas una relación jurídica patrimonial”.
Por su parte, el artículo 1º de la Ley 80 de 1993 –Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, en adelante EGCAP–, determina que su objetivo es disponer de reglas y principios que rigen los contratos de las Entidades Estatales y, en ese sentido, el artículo 32 ibidem define los contratos estatales como “todos los actos jurídicos, generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere este estatuto [art. 2], previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación”. 
[bookmark: _Hlk150759794]De acuerdo con lo anterior, para la definición de contrato estatal basta con que una de las entidades que enumera el artículo 2º de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:3] sea una de las partes, sin importar el extremo de la relación jurídico negocial que asuma. Al respecto, el Consejo de Estado ha sostenido que el criterio definitorio de un contrato estatal es que haya sido celebrado por una Entidad Estatal: [3:  El artículo 2º define, para los efectos del ámbito de sujeción del estatuto, que se denominan entidades estatales: a) La Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles. b) El Senado de la República, la Cámara de Representantes, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General de la República, las contralorías departamentales, distritales y municipales, la Procuraduría General de la Nación, la Registraduría Nacional del Estado Civil, los ministerios, los departamentos administrativos, las superintendencias, las unidades administrativas especiales y, en general, los organismos o dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos.
] 


“Nótese cómo, elemento esencial para calificar de estatal un contrato, es que haya sido celebrado por una entidad estatal, es decir, una entidad pública con capacidad legal para celebrarlo. Dicho de otro modo, no existen contratos estatales celebrados entre particulares, ni siquiera cuando éstos han sido habilitados legalmente para el ejercicio de funciones públicas”[footnoteRef:4]. [4:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 4 de abril de 2002, C.P. Alier E. Hernández Enríquez. Rad. 17.244.] 


[bookmark: _Hlk150759930]Así pues, el contrato estatal es el acto jurídico creador de obligaciones en cuya celebración concurre una de las Entidades Estatales, independientemente de que se trate de contratos previstos o tipificados en el derecho privado, en disposiciones especiales o que sencillamente resulten del ejercicio de la autonomía de la voluntad, como sucede con los que se clasifican como atípicos e innominados. Por lo tanto, la Ley 80 de 1993 adoptó un criterio eminentemente subjetivo u orgánico, esto es, en atención a la naturaleza de los sujetos u órganos que intervienen en la formación del vínculo contractual, para efectos de determinar que los contratos podrán catalogarse como estatales únicamente en cuanto en uno de sus extremos, al menos, se encuentre una Entidad Estatal[footnoteRef:5], con independencia del régimen de derecho aplicable. [5:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Auto del 30 de enero de 2008. C.P. Mauricio Fajardo Gómez. Rad. 32.867.] 

Este entendimiento encuentra, además, recepción en los artículos 13 y 40 de la Ley 80 de 1993, los cuales integran al derecho contractual estatal “las disposiciones comerciales y civiles pertinentes”, cuando indican que estos se regirán de forma supletiva por ese régimen jurídico, salvo en las materias expresa y particularmente reguladas por el EGCAP, lo que permite concluir que “mediante la Ley 80, se pretendió que la actividad contractual del Estado quedará bajo la égida del contrato estatal, caracterizado por tener un régimen jurídico mixto, integrado por normas de derecho público y derecho privado”[footnoteRef:6]. En armonía con lo anterior, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, expresó que, en tal virtud, por regla general: [6:  CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera. Sentencia de 23 de septiembre de 1997, Rad. S-701.] 


“[…] las entidades estatales dentro del ámbito de aplicación del Estatuto General de Contratación de la Administración Púbica, cuando celebren contratos deben cumplir las disposiciones del derecho privado (comerciales y civiles) que resulten aplicables, excepto en aquellas materias expresamente reguladas por el citado Estatuto y las normas que lo modifiquen o adicionen, verbigracia, los mecanismos de selección, los principios de transparencia, economía y responsabilidad, el deber de selección objetiva, las inhabilidades e incompatibilidades para contratar, los requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato, el equilibrio económico y financiero del contrato, las cláusulas excepcionales (interpretación, modificación y terminación  unilaterales, caducidad, reversión y sometimiento de a las leyes nacionales), la imposición y efectividad de las multas y cláusula penal una vez pactadas, las garantías del contrato, las nulidades específicas del contrato estatal, el silencio administrativo positivo, la liquidación del contrato, entre otras”[footnoteRef:7].  [7:  CONSEJO DE ESTADO, Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto de 15 de mayo de 2018, Rad. 2335.] 


[bookmark: _Hlk170973098][bookmark: _Hlk170973355]De otra parte, las Entidades Estatales, sujetas a la Ley 80 de 1993, para seleccionar a sus contratistas y la oferta más favorable para sus intereses no se encuentran en una posición de libertad absoluta, pues están sujetas a los procedimientos preestablecidos en las leyes y reglamentos. La preparación, adjudicación y perfeccionamiento de sus contratos es eminentemente reglado, fijado por el orden jurídico, bajo precisos principios que garantizan el derecho a la igualdad de los oferentes, la libertad de participación y el cumplimiento de los fines estatales perseguidos con esta actividad. Por eso, el ordenamiento establece mecanismos, modalidades o procesos de selección objetiva de la persona más idónea y la oferta más favorable o ventajosa para la celebración del contrato con la administración, que serán más o menos rigurosos en función a ciertos elementos, como la cuantía, el tipo o naturaleza del contrato o el objeto de los bienes y servicios requeridos -1. Licitación pública. 2. Selección abreviada. 3. Concurso de méritos, 4. Contratación directa y 5. Mínima cuantía, artículos 24 de la Ley 80 de 1993 y 2 de la Ley 1150 de 2007-. Las normas que consagran estos procedimientos de selección son de carácter imperativo y de orden público, no disponibles y, por tanto, de obligatorio cumplimiento, lo que implica que no pueden ser dispuestas por sus destinatarios de manera diferente y sus efectos no pueden evitarse o modificarse.
Ahora bien, dentro del ordenamiento jurídico existen otras entidades no sometidas al EGCAP, las cuales son denominadas entidades exceptuadas. Su existencia se ha justificado por alguna de las siguientes tres (3) circunstancias: 1) facilitar la competencia económica –como ocurre actualmente respecto al régimen de los servicios públicos domiciliarios–, 2) flexibilizar el ejercicio de la función administrativa –como en los contratos del Banco de la República o los de ciencia y tecnología– o 3) establecer un régimen especial sin excluir por completo la aplicación de la Ley 80 de 1993 –como ocurre en la operaciones del crédito público–[footnoteRef:8].  Para estos efectos, la doctrina ha identificado 171 entidades y contratos que manejan un régimen excepcional, los cuales se clasifican de acuerdo 1) al sector económico, 2) la asignación de un esquema legal especial, 3) el objeto del contrato celebrado y 4) la existencia de fondos que administran recursos públicos[footnoteRef:9]. [8:  JOJOA BOLAÑOS, Alexander. Los regímenes exceptuados en los contratos estatales. Bogotá: Grupo Editorial Ibáñez, 2012. p. 89.]  [9:  BARRETO MORENO, Antonio Alejandro. El derecho de la compra pública: estudio jurídico de un mercado imperfecto. Bogotá: Legis, 2019. pp. 281 y ss.] 

En este aspecto, la noción de contrato estatal se define a partir del elemento subjetivo que lo caracteriza: la participación de una entidad pública como parte del acuerdo de voluntades. En consecuencia, la denominación no se restringe únicamente a los contratos celebrados por las entidades expresamente mencionadas en la Ley 80 de 1993, sino que se extiende a todos aquellos en los que intervenga cualquier entidad pública, sin importar el régimen jurídico que les resulte aplicable.
Este criterio amplio obedece a la necesidad de reconocer que la calidad de contrato estatal no depende exclusivamente de la normativa que regule su formación o ejecución, sino de la naturaleza de los sujetos que concurren a la relación contractual. Así, tanto los contratos sometidos al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública como aquellos regidos por regímenes especiales —por ejemplo, los celebrados por empresas industriales y comerciales del Estado, sociedades de economía mixta o entidades sometidas a normas de derecho privado— conservan su carácter de contratos estatales, en la medida en que una de las partes ostente la condición de entidad pública. Este criterio es el que ha sido adoptado por el Consejo de Estado, para quien el carácter de contrato estatal se establece por la presencia de una Entidad Estatal como parte del mismo:

“[L]a Jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la naturaleza del contrato no depende de su régimen jurídico, por tanto, al adoptar un criterio orgánico, se ha expuesto que serán considerados contratos estatales aquellos que celebren las entidades de igual naturaleza. En este sentido se ha pronunciado esta Sala: “De este modo, son contratos estatales ‘todos los contratos que celebren las entidades públicas del Estado, ya sea que se regulen por el Estatuto General de Contratación Administrativa o que estén sujetos a regímenes especiales’”.[footnoteRef:10] [10:  CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia de 31 de marzo de 2011, Rad. 16246, C.P. Hernán Andrade Rincón. Al adoptar un criterio orgánico o subjetivo, en el que la sola presencia de una entidad estatal como parte del mismo le imprime al negocio jurídico la naturaleza o categoría jurídica de contrato estatal, “tiene la virtud de englobar todos los contratos que celebren las entidades públicas del Estado, ya sea que se regulen por el estatuto general de contratación administrativa o que estén sujetos a regímenes especiales. De tal manera es dable hablar genéricamente de dos tipos de contratos: 1. Contratos estatales regidos por la Ley 80 de 1993. 2. Contratos estatales especiales...”. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Auto del 8 de febrero de 2001, Rad. No. 16661) En igual sentido, auto de 20 de agosto de 1998, Rad. 14.202; auto de 7 de octubre de 2004, Rad.2675 y sentencia de 20 de abril de 2005, Rad. 14519, entre otras providencias.] 

 
De todos modos, sin perjuicio del régimen normativo que aplique al negocio jurídico estatal, la Entidad Pública exceptuada y con régimen especial de contratación debe observar y acatar los principios consagrados en los artículos 209 y 267 de la Constitución Política, aplicar las mismas inhabilidades e incompatibilidades del régimen general de la contratación estatal y cumplir con el deber de publicidad, según mandato expreso del artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 modificado por el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022, sin perjuicio, de la aplicación de otras disposiciones que aplican de forma transversal a los contratos celebrados por Entidades Públicas.

ii. Aunque el literal a) del artículo 2.1 de la Ley 80 de 1993 somete al Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública a “[…] las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles”, se trata de una regla general sujeta a excepciones para ciertas entidades. Al respecto, el artículo 14 de la Ley 1150 de 2007 –modificado por el artículo 93 de la Ley 1474 de 2011– dispone que:

“Las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las Sociedades de Economía Mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), sus filiales y las Sociedades entre Entidades Públicas con participación mayoritaria del Estado superior al cincuenta por ciento (50%), estarán sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, con excepción de aquellas que desarrollen actividades comerciales en competencia con el sector privado y/o público, nacional o internacional o en mercados regulados, caso en el cual se regirán por las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a sus actividades económicas y comerciales, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 13 de la presente ley. Se exceptúan los contratos de ciencia y tecnología, que se regirán por la Ley 29 de 1990 y las disposiciones normativas existentes”.

	En esta medida, las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las Sociedades de Economía Mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), sus filiales y las Sociedades entre Entidades Públicas con participación mayoritaria del Estado superior al cincuenta por ciento (50%) que no estén en competencia ni desarrollen su actividad en mercados regulados están sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y las normas que lo complementan. En contraste, el régimen contractual de las entidades que se encuentren en competencia o en mercados regulados es el propio de tales actividades, esto es, por regla general, el derecho privado. De acuerdo con la jurisprudencia, la exclusión de estas últimas se justifica en el principio de igualdad, ya que si Estado desarrolla actividades de los particulares, debe actuar no solo desprovisto de poderes exorbitantes sino también con la misma eficacia y eficiencia que los sujetos de derecho privado. No en vano:

“La razón de ser de la aplicación del régimen de derecho privado a estas entidades radica en la necesidad de que en su actividad industrial y comercial, tradicionalmente ajena al Estado y propia de los particulares, ellas actúen en términos equivalentes a éstos cuando realicen actividades similares, sin tener prerrogativas exorbitantes que atenten contra el derecho a la igualdad ni estar sujetas a procedimientos administrativos que entraben sus actuaciones y las pongan en situación de desventaja frente a sus competidores.
Se trata pues, de que sus actividades de explotación industrial o comercial se desarrollen con las mismas oportunidades y las mismas ventajas o desventajas que las adelantadas por aquellos, sin que influya para nada su investidura de entidad estatal; que puedan actuar como particulares, frente a las exigencias de la economía y del mercado.
Por ello, la regla general es que en sus actos y contratos rijan las normas de derecho privado, salvo en cuanto a sus relaciones con la Administración y en aquellos casos en los que por expresa disposición legal ejerzan alguna función administrativa, puesto que allí sí deberá dar aplicación a las reglas de derecho público pertinentes”[footnoteRef:11]. [11:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 19 de agosto de 2004. Exp. 12.342. C.P. Ramiro Saavedra Becerra. ] 


Por lo tanto, el régimen contractual de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las Sociedades de Economía Mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), sus filiales y las Sociedades entre Entidades Públicas con participación mayoritaria del Estado superior al cincuenta por ciento (50%) que estén en competencia o desarrollen su actividad en mercados regulados es el propio de tal actividad, esto es, por regla general, el derecho privado, salvo las excepciones legales o las contenidas en el acto de creación o en los estatutos de la respectiva empresa industrial o comercial del Estado. Aunque estos contratos están excluidos de la Ley 80 de 1993, no se rigen exclusivamente por el derecho civil y comercial, pues –conforme al artículo 13 de la Ley 1150 de 2007 modificado por el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022– aplican tanto los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal como el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, así como el deber de publicidad. Por el contrario, si dichas entidades no están en competencia ni desarrollan su actividad en mercados regulados están sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y las normas que lo complementan, como lo dispone el artículo 14 de la Ley 1150 de 2007. 
De esta manera, el contrato estatal es el acto jurídico creador de obligaciones a cuya celebración concurra una de las entidades estatales, independiente de que se trate de contratos previstos o tipificados en el derecho privado, en disposiciones especiales o que resulten del ejercicio de la autonomía de la voluntad, como sucede con los que se clasifican como atípicos e innominados[footnoteRef:12]. Conforme con lo anterior, el contrato estatal es un acuerdo de voluntades efectuado por las entidades públicas que genera, extingue o modifica obligaciones para quienes lo suscriben, cuya celebración no se encuentra limitada, de forma exclusiva, a las entidades referidas en la Ley 80 de 1993, sino que, puede ser suscrito por entidades públicas con regímenes especiales de contratación, caso en el cual se tratará de un contrato estatal de régimen exceptuado[footnoteRef:13]. Ahora bien, respecto de la naturaleza de los contratos celebrados por entidades estatales exceptuadas de la aplicación del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y de las reglas que determinan su perfeccionamiento, el Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: [12:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, auto del 30 de enero de 2008, Rad. 32.867, C.P. Mauricio Fajardo Gómez: “A partir de la vigencia de la Ley 80, expedida en el año de 1993, el ordenamiento positivo adoptó la categoría del contrato estatal, el cual -al margen de los reparos que amerita la definición contenida en la parte inicial de su artículo 32-, se encuentra legalmente definido como aquel acto jurídico creador de obligaciones a cuya celebración concurra una de las entidades estatales que menciona el artículo 2º ibídem, independientemente de que se trate de contratos previstos o tipificados en el derecho privado, en disposiciones especiales o que sencillamente resulten del ejercicio de la autonomía de la voluntad como suele suceder con los que se clasifican como atípicos e innominados (artículo 32, Ley 80). Así pues, la Ley 80 adoptó un criterio eminentemente subjetivo u orgánico, esto es en atención a la naturaleza de los sujetos u órganos que intervienen en la formación del vínculo contractual, para efectos de determinar que los contratos podrán catalogarse como estatales únicamente en cuanto en uno de sus extremos, al menos, se encuentre una entidad estatal”. ]  [13:  Por ello, “[…] la clasificación de estatal, respecto de un determinado contrato, no determina, per se, el régimen legal que deba aplicársele al mismo, puesto que resulta perfectamente posible, incluso en relación con contratos estatales propiamente dichos, que las normas sustanciales a la cuales deba someterse la relación contractual sean aquellas que formen parte del denominado derecho privado, sin que por ello pierda su condición de estatal, así como también puede resultar -como ocurre con la generalidad de los casos-, que el régimen jurídico correspondiente sea mixto, esto es integrado tanto por normas de derecho público como de derecho privado” (Ibidem).] 


“La obligación de que exista acuerdo sobre el objeto y la contraprestación, y que conste por escrito –art. 41- es propio de los contratos de Ley 80, en cambio los regidos por el derecho privado exigen simplemente el acuerdo de voluntades, como regla general consensual, sobre el contrato, pero la ritualidad de la escritura no es necesaria para la existencia, salvo excepciones que la misma ley privada contempla”[footnoteRef:14] [14:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección C. Sentencia del 8 de abril de 2014. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 25.801. 
] 


Así pues, la naturaleza estatal de un contrato se determina mediante un criterio orgánico o subjetivo, esto es, por la presencia de una entidad pública en uno de los extremos de la relación negocial, con independencia del régimen jurídico aplicable. Sin embargo, la calificación del negocio jurídico como contrato estatal no implica, por sí sola, que le resulten aplicables todas las disposiciones de la Ley 80 de 1993. En particular, las exigencias de forma escrita y perfeccionamiento establecidas en sus artículos 39 y 41 son propias de los contratos sometidos al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y no se extienden automáticamente a los contratos regidos por el derecho privado por el solo hecho de que una entidad estatal sea parte de ellos.
Ahora bien, es importante señalar que la forma y el momento de perfeccionamiento de los contratos celebrados por entidades exceptuadas deben determinarse a partir de las normas especiales que regulan a la respectiva entidad y su actividad y, en lo no previsto, de las disposiciones civiles y comerciales aplicables. Conforme con estas últimas, los contratos son, por regla general, consensuales, de manera que se perfeccionan con el acuerdo de voluntades, salvo que una disposición legal exija una formalidad determinada como requisito para su existencia. 
En este aspecto, resulta relevante destacar la postura del Consejo de Estado, según la cual los contratos celebrados por entidades sometidas a regímenes exceptuados se rigen, en principio, por las normas civiles y comerciales, lo que implica que la regla general aplicable es la consensualidad. Esta tesis se fundamenta en que las disposiciones legales que regulan el “perfeccionamiento” del contrato constituyen normas de orden público, de carácter imperativo y con reserva de ley, razón por la cual no pueden ser modificadas ni alteradas por la voluntad de las partes.
Así, los contratos celebrados por entidades excluidas del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública (EGCAP) existen y producen efectos jurídicos siempre que cumplan con los requisitos previstos en el derecho privado, sin que sea necesario observar exigencias adicionales derivadas de reglamentos internos o estipulaciones contractuales. En el ámbito del derecho privado, las partes carecen de la facultad de imponer formalidades distintas a las previstas en la ley: no pueden exigir escritura pública o privada para un contrato que, por su naturaleza, es consensual, ni tampoco transformar en consensual un contrato que la ley ha definido como solemne. Al respecto, el Consejo de Estado, en sentencia del 8 de abril de 2014, precisó que los requisitos de existencia de los contratos no son dispositivos, sino normas imperativas de rango legal. De este modo, el Alto Tribunal expresó:

[…] si la ley impuso formalidades especiales para que exista un contrato, las partes no sólo no pueden obviarlas, sino que tampoco las pueden incrementar o adicionar; y a la inversa, si la ley no estableció formalidades especiales para que exista determinado negocio, las partes no las pueden crear con ese propósito. –aunque sí podrían hacerlo para otros efectos, pero no para que exista el acuerdo de voluntades-. Lo expresado hasta ahora debe entenderse en los siguientes sentidos:

Si la norma aplicable al contrato estatal es el derecho privado más los principios de la función administrativa, los requisitos de perfeccionamiento también son los que aquél establezca; por tanto, las partes, en ejercicio de la autonomía de la voluntad, tampoco pueden atenuar ni hacer más exigentes los que contempla[footnoteRef:15] [15:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección C. Sentencia del 8 de abril de 2014. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 25.801. ] 


En tal sentido, la tesis mayoritaria del Consejo de Estado ha sostenido, en diversas sentencias[footnoteRef:16], que los contratos celebrados por entidades sometidas a regímenes exceptuados son, por regla general, consensuales, y que la solemnidad únicamente puede ser exigida en los casos previstos expresamente por la ley. De acuerdo con esta postura, la inclusión de requisitos de solemnidad en los manuales internos de contratación no constituye condiciones adicionales de existencia del contrato, sino que cumple una función probatoria. En este sentido, los actos formales previstos en dichos manuales operan ad probationem, pues no afectan la existencia del negocio jurídico, sino que buscan acreditar de manera fehaciente la formación del consentimiento y la celebración del contrato. [16:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 29 de abril de 2015. C.P. Hernán Andrade Rincón. Rad. 37.607; Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 24 de febrero de 2016. C.P. Marta Nubia Velásquez Rico. Rad. 46.185.] 

No obstante, se ha planteado una tesis alternativa —menos reiterada en la jurisprudencia— según la cual, aun cuando el derecho privado no exige mayores requisitos para la formación y ejecución de los contratos, no resulta admisible reconocer la existencia de aquellos que no consten por escrito[footnoteRef:17]. Bajo esta perspectiva, únicamente un documento regularmente suscrito permite materializar los principios de transparencia, responsabilidad y publicidad que derivan del artículo 209 de la Constitución Política, garantizando así la eficacia de los fines estatales en la actividad contractual. [17:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección B. Sentencia del 29 de agosto de 2013. C.P. Danilo Rojas Betancourth. Rad. 25.892. ] 

A pesar de estas divergencias jurisprudenciales, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente ha sostenido que los elementos de existencia del contrato tienen reserva legal, de modo que los estatutos, reglamentos internos y manuales de contratación pueden regular el procedimiento contractual y establecer la documentación y formalidades que debe observar la entidad, pero no tienen la misma fuerza normativa de la ley para crear requisitos esenciales de existencia. Dichos instrumentos cumplen una función probatoria, pero no pueden alterar el régimen legal aplicable.

iii. Finalmente debe advertirse, que el análisis para resolver problemas específicos en torno a los procesos de contratación debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados de adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
En ese sentido, al tratarse de un análisis que debe realizarse en un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas:

	· Constitución Política de 1991, artículos 209 y 267.
· Código Civil, artículo 1495.
· Código de Comercio, artículo 864.
· Ley 80 de 1993, artículos 1, 2, 13, 24, 32, 39, 40 y 41.
· Ley 1150 de 2007, artículos 2, 13 y 14.
· Ley 1474 de 2011, artículo 93.
· Ley 2195 de 2022, artículo 53. 



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre la autonomía de las entidades públicas y el alcance de la definición del contrato estatal, se pronunció esta Subdirección en los conceptos Nos. 4201912000006493 del 15 de noviembre de 2019, 4201912000006710 del 19 de noviembre de 2019, C-466 del 21 de julio de 2022, C-604 del 23 de septiembre de 2022, C-823 del 21 de diciembre de 2022 y C-043 del 4 de julio de 2024, entre otros. En todo caso, este concepto desarrolla un análisis específico sobre la noción de contrato estatal, destacando que su naturaleza se determina por la participación de una entidad pública en el acuerdo de voluntades. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026,dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
        
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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